
ESTUDIO LEGISLATIVO PARA CREAR EL
CENTRO DE ATENCIÓN PARA LA VÍCTIMA

DEL DELITO *

Exposición de Motivos

La atención y auxilio a la víctima del delito ha sido de particular interés para el
Gobierno del Estado de México. Una muestra de ello es la aprobación de la Ley
sobre Auxilio a las Víctimas del Delito, publicada en la "Gaceta del Gobierno" de la
Entidad de fecha 20 de agosto de 1969, que identifica al Estado como pionero en
aprobar una legislación de esta naturaleza, no tan solo a nivel nacional sino también
en el ámbito internacional. La citada Ley tiene por objeto brindar la más amplia
ayuda conforme a las posibilidades y necesidades, a quienes se encuentran en
difícil situación económica y hubieren sufrido daño, naturalmente como
consecuencia de un delito cuyo conocimiento corresponda a las autoridades del
Estado de México.

Este sistema de atención a la víctima del delito fue seguido por otras Entidades
Federativas como las de Puebla, Tlaxcala, Veracruz, Tamaulipas, Jalisco, Nuevo
León, entre otras, que también legislaron al respecto para establecer instituciones
y servicios de atención para la víctima del delito.

Mas tarde, la Organización de las Naciones Unidas, con fecha 29 de noviembre de
1985, proclama la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para
las Víctimas del Delito y Abuso de Poder, en la que diversas naciones, entre ellas
México, externaron su preocupación en el seno de la comunidad internacional por
procurar y otorgar protección y derechos a la víctima de delito.

Para esta Declaración Internacional el término "víctima" se refiere a aquellas
personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, incluso lesiones
físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo
sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u
omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros incluida
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la que prescribe el abuso de poder. La expresión "víctima" comprende además, en
su caso, a los familiares o personas a cargo que tengan relación inmediata con la
víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir
a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. La Declaración contempla
cuatro principios fundamentales de las víctimas de delito como el acceso a la justicia
o trato justo, resarcimiento, indemnización y asistencia legal; recomendando a los
Estados Miembros revisar periódicamente la legislación y prácticas vigentes para
asegurar su adaptación a las circunstancias cambiantes, y fomentar medidas y
mecanismos para otorgar derechos y recursos adecuados a la víctimas del delito
facilitándoles su ejercicio.

Si bien es cierto que México suscribió la citada declaración de Naciones Unidas y
que ésta no es vinculatoria para los Estados firmantes, también lo es que representa
obligatoriedad moral y los Estados adquieren el compromiso de implementar en su
ámbito interno medidas y mecanismos adecuados para su total cumplimiento.

Es así, que tanto en el Distrito Federal como en algunos Estados de la Federación,
incluyendo al Estado de México, se han puesto en marcha proyectos de protección
substancial, a través de Agencias del Ministerio Público especializadas en delitos
sexuales, así como de las Agencias adscritas a los Sistemas de Desarrollo Integral
de la Familia a nivel federal, estatal y municipal.

Sin embargo, es bien conocido que se ha tenido escasa eficacia de los diversos
ordenamientos, instituciones y servicios tendientes a procurar una protección
integral de la víctima del delito, como es el caso de la Ley sobre Auxilio a las Víctimas
del Delito del Estado de México, en vigor desde 1969, que ha tenido poca o nula
efectividad y en la actualidad resulta obsoleta.Es verdad que se ha modernizado el
sistema penal para ampliar la gama de garantías procesales a los inculpados,
procesados y sentenciados, pero no obstante la víctima del delito, si bien ya goza
de ciertos derechos constitucionales, sigue siendo en la mayoría de los casos la
parte olvidada del drama penal.

En materia penal, de singular trascendencia fueron las reformas a los artículos 16,
19, 20 y 119 y la derogación de la fracción XVIII del artículo 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo Decreto se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el 3 de septiembre de 1993, reforma que viene a modernizar
y actualizar los sistemas de procuración y administración de justicia de la Nación y
marca una nueva etapa en la defensa de los Derechos Humanos por cuanto al
proceso penal se refiere.

En esta reforma la víctima de delito tiene el reconocimiento constitucional de una
serie de prerrogativas que la coloca como "sujeto" de derecho, dando lugar a que
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se le reconozca mayor presencia y participación en el procedimiento penal, sobre
todo con el objeto de que le sea restituido el ejercicio de sus derechos, afectados
por la comisión de actos u omisiones que la legislación penal tipifique como delitos.

En efecto, el quinto párrafo de la fracción X del artículo 20 de la Constitución
Federal, establece que: "en todo proceso penal, la víctima o el ofendido por un
delito, tendrá derecho a recibir asesoría, a que se le satisfaga la reparación del
daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste
atención médica de urgencia cuando la requiera y las demás que les señalen las
leyes".

Con motivo de la reforma constitucional, el Gobierno del Estado de México pronto
se avocó a realizar una reforma integral a los Códigos Penal y de Procedimientos
Penales de la Entidad, en la que incluyera, además de los derechos de los
inculpados y procesados, otra gama de derechos para la víctima del delito, entre
los que destacan los siguientes:

• A ser notificada cuando se reinicie una Averiguación Previa y a solicitar
la revisión cuando se decrete el no ejercicio de la acción penal (arts. 124
y 125); a contar con la debida asesoría cuando se trate de la conciliación
entre las partes (art. 165 bis); a ser asesorada jurídicamente durante el
proceso; a comparecer por sí o a través de su representante en las
audiencias y alegar en lo que a su derecho convenga; a que se le satisfaga
la reparación del daño cuando proceda; a coadyuvar con el Ministerio
Público; a que se le preste atención médica cuando lo requiera; a poner
a disposición del Juez Instructor por medio del Ministerio Público, todos
los datos conducentes a acreditar los elementos de tipo penal, la probable
responsabilidad del inculpado, según el caso, y a acreditar directamente
el daño y monto del mismo para exigir el pago de su reparación (art. 174);
pudiendo solicitar a través del Ministerio Público el embargo precautorio
de los bienes propiedad del autor del delito que garanticen la reparación
del daño (art. 427).

En este sentido y de conformidad con las anteriores consideraciones resulta
imperiosa la necesidad de instrumentar los mecanismos adecuados para el pleno
ejercicio de los derechos antes descritos por parte de las personas que resulten
afectadas por la comisión de conductas ilícitas. Por este motivo, el Ejecutivo del
Estado somete a la consideración de la Legislativa Local, esta iniciativa de Ley que
crea al Centro de Atención para la Víctima del Delito del Estado de México, que
tendrá por objeto prestar los servicios que en su caso requiera la víctima del delito
que sea de la competencia de las autoridades de la Entidad.
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La parte in fine del artículo 174 del Código de Procedimientos Penales del Estado
de México, señala que el sistema de auxilio para la víctima del delito dependerá de
la Procuraduría General de Justicia del Estado; sin embargo, si bien es cierto que
el Ministerio Público es la Institución que representa a la sociedad y particularmente
al agraviado del delito cuando ejercita la acción penal, también es verdad que el
incremento de la criminalidad ha ocasionado como consecuencia los aumentos en
las cargas de trabajo de esta Institución y, por consiguiente, incrementaría sus
actividades si por un lado tiene que allegarse de los elementos suficientes para
comprobar el tipo penal y la probable responsabilidad de los inculpados; y, por el
otro, procurar la debida protección a la víctima del delito, obligación que a la fecha
no se ha llevado a cabo eficazmente aún y cuando el ordenamiento legal así lo
establece.

La descentralización por servicio es y seguirá siendo una función de la
Administración Pública Estatal, que se caracteriza por atender de manera pronta y
eficaz una parte de la prestación de los servicios públicos que originalmente le
corresponden a la administración central.

Por esa razón se propone que el Poder Legislativo mediante la aprobación de esta
iniciativa de Ley cree un organismo descentralizado con personalidad jurídica y
patrimonios propios, que deberá contar con órganos de representación y
administración y la infraestructura necesaria para el cumplimiento de su cometido;
a efecto de que con toda oportunidad y eficiencia atienda de manera oportuna y
expedita a la víctima del delito, y que ésta reciba asesoría jurídica necesaria,
atención médica, psiquiátrica y social, así como el pago inmediato a la reparación
del daño, cuando éste proceda.

La Ley que se somete a la aprobación de esa soberanía es de orden público e
interés social, cuya aplicación estará a cargo de un organismo descentralizado
denominado Centro de Atención para la Víctima del Delito. El concepto de "víctima"
en esta Ley recoge el espíritu de la Declaración de Naciones Unidas sobre los
Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas del Delito y Abuso de Poder,
que va más allá de la consideración del sujeto pasivo del delito, para incluir a "todas
aquellas personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño
o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión del delito". Se otorga
protección, además, a la víctima indirecta del delito, entendiéndose como tal a
aquella persona dependiente económico del autor del delito, cuando éste sea
privado de su libertad. 

Se especifica también lo que debe entenderse por reparación del daño tanto en su
aspecto material como moral.
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Se propone que el Centro de Atención para la Víctima del Delito cuente con un
Consejo de Administración presidido por el Titular del Ejecutivo Estatal, con una
Dirección General y dos Direcciones de Area, así como con cuatro Delegaciones
que podrían establecerse en la sede de cada una de las Subprocuradurías de
Justicia del Estado (Tlalnepantla, Texcoco, Amecameca y Tejupilco), con excepción
de Toluca toda vez que aquí estaría la sede del Centro. Se contaría con un órgano
de control y vigilancia previsto por la Ley de Coordinación y Control de los
Organismos Auxiliares y Fideicomisos del Estado de México. Con esta
infraestructura sería suficiente para atender, por lo pronto, de manera eficaz y
oportuna la demanda social en esta materia.

De manera detallada se establece en qué consisten los derechos de la víctima del
delito establecidos en la Constitución General de la República, en materia de
asesoría jurídica, de asistencia médica, de urgencia, psicológica y social, y de
reparación del daño; además de los ya previstos en el Código de Procedimientos
Penales para el Estado de México.

Se prevé la creación de un Fondo para el Pago de la Reparación del Daño y Auxilio
a la Víctima del Delito, el cual estará constituido por los recursos económicos y
presupuestarios necesarios para satisfacer oportunamente los derechos de la
víctima en materia de asesoría jurídica, asistencia social, médica y psicológica, así
como la reparación del daño. Por un lado, el Fondo se integrará con las partidas
presupuestales que le asigne el Gobierno del Estado, señaladas en el Presupuesto
de Egresos del propio Centro; y, por el otro, con las sumas que se obtengan por
concepto del pago de las multas impuestas por el Ministerio Público y las
autoridades judiciales, las cantidades que recaben los jueces por concepto de las
cauciones que se hagan efectivas en los casos de incumplimiento de obligaciones
inherentes a la libertad provisional bajo caución, la suspensión condicional bajo
condena y la libertad condicional. Los recursos del Fondo podrán incrementarse
con los rendimientos que se obtengan de las inversiones y reinversiones que realice
el Centro y de las aportaciones que reciba en especie o en dinero por parte de las
instituciones públicas o privadas, así como también de particulares.

La presente iniciativa de Ley especifica de manera clara cuáles son los beneficios
directos y adicionales que otorgará el Centro y la protección económica provisional.
Preferentemente, los beneficios se otorgarán a aquella persona que siendo víctima
del delito se encuentre en condiciones de extrema necesidad y sin ningún otro
medio para solventar su situación; que no sea derechohabiente de ningún servicio
de seguridad social y que no esté protegida con algún seguro que cubra los
beneficios previstos por esta Ley. Destacan dentro de estos beneficios el derecho
a la indemnización para aquella persona que, habiendo sido procesada por los
Tribunales en el Estado de México y haya obtenido sentencia absolutoria
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ejecutoriada, pueda reclamar al Centro, a título de indemnización, un beneficio
económico equivalente al importe de un salario mínimo por cada día de reclusión
que hubiere sufrido, según resulte de la certificación que haga el Centro de
Prevención y Readaptación Social.

También se establece un apartado especial sobre infracciones y sanciones para
los servidores públicos tanto de la administración pública como de la administración
de justicia que no cumplan con las obligaciones que esta Ley impone; como es el
caso de los facultativos, el personal médico y demás prestadores de las
instituciones de salud del Estado, que en contra de la voluntad de la víctima
practique exploraciones físicas o exámenes médicos sin su consentimiento; para
el agente del Ministerio Público que durante la integración de la Averiguación Previa
o durante el ejercicio de la acción penal omita recabar de oficio o presentar al
juzgador las pruebas tendientes a comprobar el daño causado; y, para el juez o
tribunal que en la sentencia que ponga fin al proceso penal, no se ocupe de resolver
sobre la reparación del daño, determinando en forma clara y precisa el monto del
mismo.

En síntesis, todo lo previsto en esta iniciativa de Ley que crea al Centro de Atención
para la Víctima del Delito del Estado de México, redundará en una mayor
tranquilidad para las víctimas y la sociedad en general, reducirá los índices de
impunidad, fomentará el respeto a los derechos humanos y garantías procesales,
y fortalecerá el sistema de justicia del Estado de México.
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Anteproyecto de Ley que crea al Centro de
Atención para la Víctima del Delito 

en el Estado de México

Capítulo Primero
Denominación, Naturaleza y Objeto

ARTICULO 1.-  Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social,
que tiene por objeto garantizar el goce y ejercicio de los derechos de aquellas
personas víctimas de algún delito que sea de la competencia de las autoridades
del Estado de México.

ARTICULO 2.- Se crea el organismo público descentralizado con personalidad
jurídica y patrimonio propios, denominado Centro de Atención para la Víctima del
Delito del Estado de México, identificado también con las siglas "CAVIDEM".

ARTICULO 3.- El Centro de Atención para la Víctima del Delito será el organismo
responsable de otorgar la debida protección y auxilio a la persona que sea víctima
del delito y procurarle el pago de la reparación del daño a que tenga derecho, cuando
éste proceda.

ARTICULO 4.- El patrimonio del Centro de Atención para la Víctima del Delito se
integrará con los bienes muebles e inmuebles que el Gobierno del Estado designe
para el cumplimiento de sus objetivos, y con las partidas que anualmente se le
señale en el Presupuesto de Egresos Estatal.

ARTICULO 5.- Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I.- Ley, a la presente Ley que crea al Centro de Atención para la Víctima del
Delito del Estado de México;

II. Código Penal, al Código Penal para el Estado de México;

III. Código Procesal, al Código de Procedimientos Penales para el Estado de
México;

IV. Código Civil, al Código Civil para el Estado de México;
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V. Centro, al Centro de Atención para la Víctima del Delito del Estado de México;

VI. Consejo de Administración, al Organo de Gobierno del Centro;

VII. Víctima directa del delito, a toda aquella persona o sus familiares que hayan
sufrido un daño moral o material en su persona o bienes con motivo de la
comisión de un delito;

VIII. Víctima indirecta del delito, a los dependientes económicos del autor del
delito, que sea privado de su libertad;

IX. Ofendido, a la persona que conforme a la ley tenga derecho a la reparación
del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un
delito;

X. Reparación del daño, a la reparación del daño material y moral derivado de
la comisión de un delito o responsabilidad civil de un tercero obligado;

XI. Daño material, a la afectación que una persona sufre en lo físico o en su
patrimonio por la comisión de un delito;

XII. Daño moral, a la afectación por la comisión de un delito que una persona
sufre en sus sentimientos, reputación, vida privada, y aspectos físicos, o bien
en la consideración que de ella tienen los demás;

XIII. Inculpado, a toda persona sujeta a un procedimiento penal por la probable
comisión de un delito;

XIV. Sentenciado, a toda persona condenada a una pena mediante resolución
ejecutoriada, por la comisión de un delito;

XV. Fondo, al Patrimonio destinado para el Pago de la Reparación del Daño y
Auxilio a la Víctima de Delito.
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Capítulo Segundo
de las Atribuciones del Centro

ARTICULO 6.- El Centro de Atención para la Víctima del Delito, en el cumplimiento
de sus objetivos, sin perjuicio de las que les correspondan a otros órganos, tendrá
las siguientes atribuciones:

I. Proporcionar los servicios de asesoría jurídica gratuita, orientación social,
asistencia médica, psicológica y económica a las víctimas del delito.

II. Procurar la reparación del daño moral y material sufrido por la víctima, como
consecuencia de la comisión de un delito.

III. Solicitar la colaboración de las dependencias e instituciones, así como la de
los particulares, para auxiliar a la víctima del delito.

IV. Asesorar a la víctima del delito para que se les respeten sus derechos tanto
en la averiguación previa como en el proceso penal, y después de concluido
éste.

V. Elaborar programas generales y especiales de atención y auxilio para la
víctima del delito; y

VI. Las demás que le confieran otras disposiciones legales y aplicables.

Capítulo Tercero
de la Organización

ARTICULO 7.- El Centro de Atención para la Víctima del Delito, estará constituido
por:

I. Un Consejo de Administración;

II. Un Director General;

III. Un Director de Operación;

IV. Un Director de Administración;
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V. Cuatro Delegados Regionales, cuya sede de cada uno será la que tengan las
Subprocuradurías de Justicia de Tlalnepantla, Texcoco, Amecameca y
Tejupilco.

VI. El personal profesional técnico y especializado necesario para el
cumplimiento de sus funciones.

ARTICULO 8.- El Consejo de Administración será el órgano máximo de gobierno,
y se integrará de la siguiente forma:

I. Un Presidente, que será el Gobernador del Estado;

II. Un Vicepresidente, que será el Secretario General de Gobierno;

III. Un Secretario del Consejo, que será el Director General del Centro de
Atención para la Víctima del Delito;

IV. Cuatro Vocales, que serán:

a) El Presidente del Tribunal Superior de Justicia;

b) El Secretario de Finanzas y Planeación del Estado;

c) El Procurador General de Justicia del Estado; y

d) El Presidente de la Comisión de Derechos Humanos.

V. Un Comisario Público, que será designado por el Titular del Ejecutivo, a
propuesta del Secretario de la Contraloría.

ARTICULO 9.- El Director General del Centro y los Directores de Operación y de
Administración, deberán reunir los siguientes requisitos:

I. Ser mexicano por nacimiento y vecino del Estado de México con residencia
efectiva de tres años anteriores a la fecha de su nombramiento, en pleno
goce de sus derechos civiles y políticos;

II. No tener más de setenta y cinco años de edad ni menos de treinta y cinco al
momento de su designación;

III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite
pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude,
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falsificación, abuso de confianza u otro que lastime la buena imagen en el
concepto público, inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena;

IV.- Contar con un grado académico a nivel licenciatura; debiendo ser, el en caso
del Director de Operación, de Licenciado en Derecho.

ARTICULO 10.- Los Delegados Regionales deberán reunir los mismos requisitos
establecidos en el artículo anterior, con la salvedad de que el grado académico será
de Licenciado en Derecho.

ARTICULO 11.- El Director General del Centro es la autoridad ejecutiva y
responsable del organismo y será nombrado por el Consejo de Administración, a
propuesta del Titular del Ejecutivo Estatal.

ARTICULO 12.- Los Directores de Area y los Delegados, serán designados por el
Consejo de Administración a propuesta del Director General del Centro, y estarán
impedidos para el libre ejercicio de su profesión; tampoco podrán desempeñar
cualquier otro cargo, empleo o comisión públicos, que sean remunerados,
exceptuando las actividades académicas.

Capítulo Cuarto
de las Atribuciones de los Organos del Centro

ARTICULO 13.- El Consejo de Administración es la autoridad suprema del Centro
de Atención para la Víctima del Delito, y tendrá las siguientes atribuciones:

I. Establecer las políticas, normas y criterios que orienten las actividades del
Centro;

II. Proponer al Director General del Centro los mecanismos y programas
necesarios para el mejor cumplimiento de sus objetivos;

III. Expedir el Reglamento Interno del Centro de Atención para la Víctima del
Delito;

IV. Aprobar los planes y programas del Organismo;

V. Autorizar el proyecto de Presupuesto de Egresos del Organismo y conocer
sobre su ejercicio;
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VI. Conocer los Estados Financieros del Fondo para el Pago de la Reparación
del Daño y Auxilio a la Víctima del Delito;

VII. Solicitar al Director General del Centro la información adicional sobre los
asuntos que se encuentren en trámite o haya resuelto en cumplimiento de
sus atribuciones;

VIII. Aprobar, en su caso, las propuestas generales que le formule el Director
General del Centro, conducentes a una mejor atención para la víctima del
delito;

IX. Conocer el informe anual del Director General del Centro, en relación a las
actividades realizadas; y

X. Las demás que le confiera la presente Ley, el Reglamento Interno, la Ley de
Coordinación y Control de Organismos Auxiliares y Fideicomisos del Estado,
y las demás disposiciones legales.

ARTICULO 14.- El Consejo de Administración, como órgano colegiado, celebrará
cuando menos una sesión ordinaria al mes, y las extraordinarias que sean
necesarias cuando las convoque el Presidente del Consejo, el Director General del
Centro o, por lo menos, la tercera parte de los miembros del Consejo de
Administración.

Por cada propietario habrá un suplente, con excepción del Presidente del Consejo,
que será sustituido en sus ausencias por el Vicepresidente.

Será suficiente la mitad más uno de sus integrantes para que haya quórum dentro
del Consejo.

Todos los miembros del Consejo participarán con derechos a voz y voto en las
sesiones, a excepción del Secretario del Consejo quien sólo tendrá voz pero no
voto. En caso de empate el Presidente tendrá voto de calidad.

Los cargos de los miembros del Consejo serán honoríficos, excepto el del Director
General del Centro.

ARTICULO 15.- El Director General del Centro de Atención para la Víctima del
Delito, tendrá las siguientes atribuciones:

I. Ejercer la representación legal del Centro;
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II. Formular los lineamientos generales a que se sujetarán las actividades
administrativas del Centro, y someterlos a la consideración del Consejo
Administrativo; así como nombrar, dirigir y coordinar las funciones del
personal bajo su autoridad;

III. Dictar las medidas específicas que juzgue convenientes para el mejor
desempeño de las funciones del Centro;

IV. Coordinar a los Directores de Area y a los Delegados Regionales, y distribuir
entre ellos los asuntos de su competencia;

V. Intervenir ante las autoridades correspondientes para que se garanticen los
derechos de la víctima del delito;

VI. Realizar los trámites necesarios para la comprobación del daño ocasionado,
el monto y su reparación respectiva;

VII. Brindar asesoría gratuita y asistencia social a la víctima del delito, y a sus
familiares o representantes, cuando así lo requieran;

VIII. Instrumentar acciones con las dependencias e instituciones públicas para el
debido cumplimiento de esta Ley, en el ámbito de sus respectivas
competencias;

IX. Celebrar convenios y contratos con los sectores social y privado para brindar
un mejor apoyo a la víctima del delito;

X. Administrar los recursos económicos del Fondo para el Pago de la
Reparación del Daño y Auxilio a la Víctima del Delito;

XI. Solicitar a cualquier autoridad dentro del Estado, conforme a las disposiciones
legales, la información que requiera para una mejor atención a la víctima del
delito;

XII. Preparar, por acuerdo del Presidente del Consejo, el proyecto de
convocatoria y orden del día de las sesiones del Consejo de Administración;

XIII. Llevar el control de asistencia de los miembros del Consejo de
Administración;

XIV. Elaborar las Actas de las sesiones del Consejo;
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XV. Cumplir y dar seguimiento a los acuerdos que emanen del Consejo de
Administración;

XVI. Presentar al Consejo de Administración un informe anual sobre las
actividades realizadas por el Centro;

XVII. Cumplir y dar seguimiento a los acuerdos que emanen del Consejo de
Administración;

XVIII. Las demás que le sean conferidas en este ordenamiento y en otras
disposiciones legales.

ARTICULO 16.- El Director de Operación tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Recibir y calificar la solicitud de apoyo que haga al Centro la persona que sea
víctima del delito, así como coordinar la intervención de las distintas áreas
para brindarle el apoyo correspondiente;

II. Proporcionar los servicios de asesoría jurídica gratuita a la víctima del delito,
a sus familiares o representantes, cuando así lo requieran;

III. Iniciar las investigaciones que sean necesarias para comprobar el daño
causado a la víctima como consecuencia de la comisión de un delito; y la
determinación del monto de la reparación del mismo;

IV. Dictaminar sobre la procedencia del pago provisional o definitivo por concepto
de reparación del daño a la víctima del delito, a sus familiares o
representantes legales debidamente acreditados;

V. Proporcionar a la víctima del delito la asesoría jurídica que requieran durante
la averiguación previa, el proceso penal y después de concluido éste,
inclusive;

VI. Intervenir, por acuerdo del Director General, ante las autoridades
correspondientes, cuando la naturaleza del caso lo requiera, para que el
Estado garantice plenamente los derechos de la víctima del delito;

VII. Solicitar a cualquier autoridad del Estado, conforme a las disposiciones
legales, la información que requiera para proporcionar una mejor atención a
la víctima del delito;
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VIII. Apoyar a los Delegados Regionales que así lo requieran para el mejor
desempeño de sus funciones;

IX. Las demás que le ordene la superioridad para el mejor desempeño de sus
atribuciones, así como las que se estipulen en el Reglamento Interno del
Centro.

ARTICULO 17.- El Director de Administración tendrá las siguientes atribuciones:

I. Atender las necesidades administrativas del Centro, de acuerdo con los
lineamientos generales fijados por el Consejo de Administración y el Director
General;

II. Establecer, con la aprobación del Director General, las políticas, normas,
criterios, sistemas y procedimientos para la administración de los recursos
humanos, financieros y materiales del Organismo;

III. Elaborar el programa operativo anual y el Anteproyecto de Presupuesto de
Egresos del Centro, y vigilar el cumplimiento del ejercicio presupuestal
conforme a lo autorizado y de acuerdo a la normatividad aplicable en la
materia;

IV. Tramitar ante las dependencias gubernamentales respectivas, los asuntos
relativos al ejercicio del Presupuesto de Egresos del Centro, de recursos
financieros, materiales y humanos;

V. Dirigir la elaboración, implementación y aplicación del Manual de
Organización General del Centro y los demás manuales e instructivos de
organización, procedimientos y servicios generales;

VI. Realizar, por acuerdo del Director General, las adquisiciones de bienes
muebles, suministros e insumos, de conformidad con la normatividad
aplicable en la materia;

VII. Conservar y custodiar los bienes muebles e inmuebles que formen parte del
patrimonio del Centro, conforme a la normatividad aplicable y a los
lineamientos que al efecto emita el Consejo de Administración o el Director
General, en su caso;

VIII. Administrar los recursos del Fondo para el Pago de la Reparación del Daño
y Auxilio a la Víctima del Delito, previsto por este ordenamiento legal;
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IX. Establecer lineamientos generales para la administración de los recursos del
Fondo a que se refiere la fracción anterior, para la cabal consecución de los
fines y objetivos del Centro de Atención para la Víctima del Delito;

X. Evitar, bajo su responsabilidad, que los recursos económicos del Fondo para
el pago de la Reparación del Daño y Auxilio a la Víctima del Delito, sean
destinados al pago de salarios o gratificaciones de los servidores públicos del
Centro, así como que sean aplicados a cualquier erogación distinta de los
fines que el propio Organismo persigue;

XI. Proponer al Director General las mejores opciones de inversión y reinversión
de los recursos del Fondo;

XII. Mantener actualizada la información y documentación de respaldo que
permita contar con los elementos necesarios para conocer los resultados de
la gestión financiera, y comprobar con exactitud los pagos realizados por
concepto de reparación del daño, asesoría jurídica, servicios médicos y de
asistencia social.

XIII. Elaborar el Avance general mensual para efectos de la rendición de Estados
Financieros que se someterán a la consideración del Consejo de
Administración;

XIV. Establecer acciones tendientes a incrementar la capacidad financiera del
Fondo, así como procurar y gestionar aportaciones o donaciones por parte
de las instituciones públicas, privadas y de asistencia social;

XV. Las demás de le encomiende la superioridad y las que específicamente se
estipulen en el Reglamento Interno del Centro y otras disposiciones legales
y administrativas aplicables.

ARTICULO 18.- Los Delegados Regionales, dentro de su respectiva circunscripción
territorial, auxiliarán y apoyarán en sus funciones al Director General y a los
Directores de Operación y Administración, conforme lo estipule el Reglamento
Interno del Centro, las demás disposiciones administrativas y legales, así como los
lineamientos generales que para el mejor desempeño de sus atribuciones emita el
Consejo de Administración y el Director General de Organismo.

CODHEM

372



Capítulo Quinto
del Control y Vigilancia

ARTICULO 19.- El Organismo estará sujeto a las normas que establece la Ley para
la Coordinación y Control de los Organismos Auxiliares y Fideicomisos del Estado
de México, su Reglamento respectivo, y las que emita el Ejecutivo Estatal.

ARTICULO 20.- La vigilancia del Organismo estará a cargo de la Secretaría de la
Contraloría, por conducto de un Comisario Público quien también será miembro del
Consejo de Administración.

ARTICULO 21.- Son atribuciones del Comisario Público:

I. Evaluar el desempeño global del Organismo y sus áreas específicas;

II. Evaluar el nivel de eficiencia;

III. Vigilar que su actuación se apegue a las disposiciones legales vigentes;

IV. Verificar el cumplimiento de sus metas y programas;

V. Supervisar el manejo de sus ingresos y egresos;

VI. Solicitar la información que se requiera para ejercicio de sus funciones; y

VII. Las demás que le atribuyan otras disposiciones legales y administrativas.

Capítulo Sexto
de los Derechos de la Víctima del Delito

ARTICULO 22.- La víctima del delito tendrá los siguientes derechos en materia de
asesoría jurídica:

I. A ser informada oportunamente sobre sus derechos, las pruebas requeridas
para reclamarlas o hacerlas valer y la trascendencia legal de cada una de las
actuaciones, desde el inicio del procedimiento penal hasta su conclusión, y
después de éste, inclusive;
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II. A contar con un asesor jurídico gratuito que le asista en todos los actos del
procedimiento en que debe intervenir, para la defensa de sus derechos;

III. A contar con el asesoramiento legal para el correcto ejercicio de la acción
incidental, cuando se reclame la reparación del daño al responsable o a los
terceros obligados por el Código Penal del Estado y, cuando proceda, en el
ejercicio de la acción civil reparadora;

IV. A que se le garantice el acceso a la orientación social y la asistencia médica;
y

V. A que se le asesore para la obtención de la protección económica provisional.

ARTICULO 23.- La víctima del delito tendrá los siguientes derechos en materia de
reparación del daño:

I. A exigir del responsable del delito la restitución de la cosa y, si no fuere
posible, al pago de su valor actualizado por el juez o el ejecutor fiscal del
Estado, a partir del momento de la perpetración del ilícito y hasta que se
efectúe el pago, atendiendo a las pruebas aportadas y al índice nacional de
precios al consumidor que publique el Banco de México;

II. A la reparación del daño material y a la indemnización de los perjuicios
derivados del delito, debidamente cuantificados;

III. A la reparación del daño moral cuantificado por el Juez;

IV. A que el Ministerio Público le entregue en depósito los vehículos, objetos,
derechos y valores de su propiedad, que hayan sido objeto del delito, previos
requisitos legales, salvo las excepciones previstas en el Código de
Procedimientos Penales;

V. A que el Juez resuelva en la sentencia lo relativo a la reparación del daño;

VI. A recurrir en apelación los autos que nieguen las medidas precautorias del
embargo o restitución de derechos, así como apelar la sentencia definitiva
cuando no condene a la reparación del daño o imponga una cantidad inferior
a la reclamada; y

VII. A los demás apoyos y medidas que resulten necesarias para proporcionar
asistencia integral a la víctima, como tratamientos médico y/o psicológico.
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ARTICULO 24.- Durante el procedimiento penal la víctima del delito tendrá los
siguientes derechos:

I. A intervenir como coadyuvante con el Ministerio Público durante el
procedimiento penal y designar personas de su confianza para que lo
representen con ese mismo carácter;

II. A que los órganos encargados de la función persecutoria le reciba la denuncia
o querella, por escrito o verbalmente, cualquiera que sea el delito, solicitando
su ratificación y la apertura de la averiguación previa. Tratándose de persona
con discapacidad, ésta será representada por la persona autorizada en el
Código de Procedimientos Penales;

III. A que la autoridad investigadora o jurisdiccional ordene la aplicación de
medidas para proteger su vida, integridad, domicilio, posesiones o derechos,
así como la de sus familiares cuando existan datos objetivos de que pudieran
ser afectados por los probables responsables del delito o por terceros
implicados;

IV. A comparecer por sí o a través de su representante en las audiencias y alegar,
previa solicitud del uso de la palabra, lo que a su derecho convenga, en las
mismas condiciones que los defensores;

V. A que se le otorgue todos los datos que requiera para conocer el desarrollo
del procedimiento, y a ofrecer pruebas durante la averiguación previa y la
instrucción, a fin de acreditar, en coadyuvancia con el Ministerio Público, los
elementos de tipo penal y la responsabilidad penal del inculpado;

VI. A participar en la diligencia de identificación del probable responsable, en un
lugar en donde no pueda ser vista por éste, si así lo solicita, cuando se trate
de delitos contra la libertad, libertad sexual y normal desarrollo psicosexual;

VII. A impugnar por vía judicial, en los términos que la legislación señale, las
resoluciones que nieguen el ejercicio de la acción penal, el desistimiento de
la misma, y las conclusiones no acusatorias, ratificadas por el Procurador
General de Justicia;

VIII. A que no se publique o comunique en los medios impresos, radiales o
televisivos en cualquier tiempo sin su consentimiento, escritos, actas de
acusación y demás piezas de los procesos o los nombres de los ofendidos,
cuando se trate de delitos contra la familia, contra la libertad e inexperiencia
sexual y contra la reputación;
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IX. A comparecer en las audiencias, por sí o a través de su representante, para
alegar lo que a su derecho convenga en las mismas condiciones que los
defensores del probable responsable, y procurar que cuando no hable el
idioma castellano o se trate de analfabeta, mudo, sordo o ciego,
invariablemente cuente con un traductor o intérprete en todas las actuaciones
procesales.

Asimismo, cuando lo soliciten, se les nombre un asesor para que los auxilie
en las audiencias de desahogo de pruebas o de trámite que se realicen con
su intervención, y cuando se trate de delitos contra la libertad y el normal
desarrollo psicosexual o contra la moral, éste podrá exigir que las mismas se
celebren a puerta cerrada, con la presencia exclusiva de las personas que
deben intervenir oficialmente en ellas;

X. Los demás que le otorguen las leyes en esta materia.

ARTICULO 25.- En materia de atención médica, la víctima del delito tendrá los
derechos siguientes:

I. A que se le proporcione gratuitamente atención médica-victimológica de
urgencia, en cualquiera de los hospitales públicos del Estado de México,
cuando se trate de lesiones, enfermedades y traumas emocionales
provenientes de un delito;

II. A ser trasladada por cualquier persona al sitio apropiado para su atención
médica, sin esperar la intervención de las autoridades; quien auxilia deberá,
lo antes posible, comunicar a las autoridades los datos requeridos por el
Código de Procedimientos Penales;

III. A no ser explorada físicamente, ni someterse a ningún estudio, examen,
análisis o peritaje, si no lo desea, quedando estrictamente prohibido cualquier
acto de intimidación o fuerza física para este efecto;

IV. A que la exploración y atención médica, psiquiátrica, ginecológica o de
cualquier tipo, esté a cargo de un facultativo de su mismo sexo cuando lo
solicite;

V. A ser atendido en su domici l io por facul tat ivos part iculares,
independientemente del derecho de visita de los médicos legistas, con la
obligación de los privados de rendir y ratificar los informes respectivos;
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VI. A contar con servicios victimológicos especializados, a fin de recibir
gratuitamente tratamiento postraumático para la recuperación de su salud
física y mental, y

VII. Los demás que le otorguen las leyes en este rubro.

Capítulo Séptimo
del Fondo para el Pago de la Reparación del Daño

y Auxilio a la Víctima del Delito

ARTICULO 26.- Se crea el Fondo para el pago de la Reparación del Daño y Auxilio
a la Víctima del Delito.

ARTICULO 27.- El Fondo estará constituido por los recursos económicos y
presupuestales necesarios, para satisfacer los derechos de la víctima del delito en
materia de asesoría jurídica, asistencia médica y la reparación del daño.

ARTICULO 28.- Los recursos presupuestales y económicos con los que contará el
Fondo, serán:

I. Las partidas presupuestales que le asigne el Gobierno del Estado, previstas
específicamente en el Presupuesto de Egresos para la creación del Fondo;

II. Las sumas que se obtengan por concepto del pago de las multas impuestas
por el Ministerio Público y las autoridades judiciales;

III. Las cantidades que recaben los jueces por concepto de las cauciones que
se hagan efectivas en los casos de incumplimiento de obligaciones inherentes
a la libertad provisional bajo caución, la suspensión condicional de la condena
y la libertad condicional, según lo previsto en las leyes respectivas;

IV. Las aportaciones que a manera de donaciones, en especie o en dinero, hagan
las instituciones públicas o privadas, así como de particulares;

V. Los rendimientos que se obtengan de las inversiones y reinversiones de los
recursos asignados al Fondo; y
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VI. Las demás aportaciones tendientes a incrementar la capacidad económica
del Fondo.

ARTICULO 29.- Los recursos del Fondo se aplicarán exclusivamente para auxiliar
a la víctima del delito, preferentemente en casos de urgencia o necesidad
manifiesta, previo estudio o dictamen que así lo justifique.

ARTICULO 30.- La entrega de recursos a la víctima del delito, será sin perjuicio de
hacer efectiva la reparación del daño moral o material a quien esté obligado a ello.

ARTICULO 31.- El pago de la reparación del daño que el Fondo realice o haga, no
podrá exceder, en cada caso, del importe de la reparación que corresponda a la
víctima directa del delito, de acuerdo con el Código Civil del Estado.

ARTICULO 32.- Cuando con cargo al Fondo se indemnice total o parcialmente a
quien sufra daños personales, o se proteja a la víctima de un delito, el Centro se
subrogará hasta el monto de sus erogaciones, en los derechos de éstos, contra el
deudor de la responsabilidad civil.

ARTICULO 33.- Al subrogarse el Centro, total o parcialmente en el derecho a la
reparación del daño, lo informará a la autoridad judicial que conozca del proceso
tramitado con motivo del delito que causó ese daño, para los efectos legales
correspondientes;

ARTICULO 34.- El Centro exigirá judicialmente del deudor de la responsabilidad
civil, el pago del monto de la reparación del daño en su totalidad. 

ARTICULO 35.- Las cantidades que ingresen al Fondo se invertirán dentro de las
veinticuatro horas hábiles siguientes a la recepción en una institución nacional de
crédito, procurando que se obtenga el mayor rendimiento posible.

ARTICULO 36.- Para cumplir con lo dispuesto por el artículo anterior, se aplicarán
las siguientes disposiciones:

I. La autoridad judicial que reciba dinero en efectivo ordenará su depósito,
conforme lo establece el artículo anterior, a favor del Fondo y a disposición
del Centro de Atención para la Víctima del Delito;

II. Si las sumas indicadas se depositaron en una institución nacional de crédito
mediante billete de depósito, la autoridad judicial ordenará se endose éste a
favor del Fondo y a disposición del Centro, y se le entregará su comprobación
dentro de las veinticuatro horas hábiles siguientes a su recepción;
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III. Si las sumas se entregan en las oficinas del Centro de Atención para la
Víctima del Delito, se hará el depósito conforme lo dispone el artículo 36.

Capítulo Octavo
de los Beneficios que Otorga el Centro y la Protección

Económica Provisional

ARTICULO 37.- Para tener derecho a los beneficios económicos que otorga el
Centro, se requiere acreditar la presentación de la denuncia o querella ante la
autoridad competente, y que no hubiere prescrito la acción penal correspondiente.
Los beneficios económicos se otorgarán preferentemente a la víctima que
manifieste bajo protesta de decir verdad, que:

I. Se encuentra en condición de extrema necesidad y sin ningún otro medio
para resolver su situación;

II. No es derechohabiente de ningún servicio de seguridad social;

III. No está protegida por ningún seguro que cubra los beneficios que esta Ley
otorga; y 

IV. Otorgue legitimación a los representantes del Centro, para reclamar las
cantidades anticipadas de la reparación del daño al responsable del delito o
a los terceros obligados civilmente a dicha reparación.

Cuando la víctima no reúna cualquiera de los requisitos previstos en las
fracciones de la I a la III de este artículo, el Centro, previo dictamen, podrá
determinar si procede o no el otorgamiento total o parcial de los beneficios
económicos, de acuerdo a la disponibilidad del Fondo para el Pago de la
Reparación del Daño y Auxilio de la Víctima del Delito.

ARTICULO 38.- En caso de que el Centro reciba una solicitud de apoyo de la víctima
del delito, cuyo derecho de reclamación no haya prescrito, realizará las
investigaciones que se requieran y, de considerarlo procedente, otorgará los apoyos
de carácter económico, así como la protección y servicios victimológicos
correspondientes. Cuando se trate de víctima de algún delito grave y que carezca
de recursos económicos suficientes, se concederán de inmediato los beneficios, a
reserva de constatar la información posteriormente.
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ARTICULO 39.- Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de un delito de
homicidio o de lesiones que pongan en peligro la vida, deberá informarse sobre la
situación económica de la víctima del delito o de los familiares de ésta y comunicar
de inmediato el resultado de su información al Centro de Atención para la Víctima
del Delito, a través de su Delegación correspondiente.

ARTICULO 40.- Cuando se detecte que existe falsedad en la información
proporcionada por el solicitante, el Centro suspenderá cualquier apoyo y beneficio
que le haya otorgado, sin perjuicio de las responsabilidades en que aquél hubiera
incurrido, en términos de lo dispuesto por el Código Penal y de Procedimientos
Penales para el Estado de México.

Dicha persona quedará excluida de los beneficios que otorga el Centro, debiendo
restituir de inmediato las cantidades obtenidas y el monto de los servicios recibidos
indebidamente.

ARTICULO 41.- Cuando la víctima otorgue el perdón al probable responsable,
conforme lo establecen las leyes, quedará obligado a garantizar o restituir al Centro
las cantidades percibidas, por concepto de reparación del daño, sin que se requiera
que medie resolución judicial para ello.

ARTICULO 42.- El Director del Centro, por sí o por el servidor público en quien
delegue esa facultad, está legitimado para comparecer ante la autoridad judicial a
reclamar, como créditos propios del Centro, las cantidades en efectivo o el costo
de los servicios médicos, hospitalarios y medicinales prestados o cubiertos a la
víctima, como parte de la reparación del daño exigible al delincuente y terceros
obligados, así como para promover el embargo precautorio de bienes y la ejecución
de las sentencias, por lo que toca a la sanción pecuniaria.

ARTICULO 43.- La víctima, sus dependientes económicos y legítimos
causahabientes tendrán derecho, en tanto se cubra el pago de la reparación del
daño, a que:

I. Se otorguen becas de estudio a los menores huérfanos por causas del delito,
cuando carezcan de proveedor alimenticio. En este caso, el Centro podrá
intervenir ante las instituciones educativas correspondientes, haciendo valer
esta circunstancia, previo dictamen y justificación; 

II. Se les anticipen los gastos de inhumación de la víctima del delito, cuando la
familia carezca de recursos económicos;
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III. Se proporcionen alimentos provisionales a los enfermos o lesionados por
causas delictivas y a sus dependientes económicos, mientras dure el
tratamiento y prevalezca la situación de incapacidad económica producida
por el delito; y

IV. Se procure y sufrague, en su caso, la hospitalización, el tratamiento médico
o psicoterapéutico, los aparatos ortopédicos que se requieran para la
rehabilitación de la víctima.

ARTICULO 44.- La persona que compruebe ante las autoridades competentes
haber sufrido, por los efectos del delito, daños en sus bienes materiales o efectuado
erogaciones para proteger o auxiliar a la víctima del delito, está legitimada para
intervenir en el proceso y reclamar las medidas de aseguramiento patrimonial y el
pago de la reparación de daño correspondiente, a cargo de los responsables del
delito o a los terceros obligados por el Código Penal.

ARTICULO 45.- Para la comprobación de los requisitos que deberá satisfacer la
víctima que solicite protección económica previstos en este título, el Centro gozará
de las más amplias facultades de investigación y podrá solicitar a las autoridades
respectivas, los datos, documentos o dictámenes, a fin de acreditar
provisionalmente la existencia del delito, así como el monto del daño causado y la
correspondiente cuantificación de su reparación, a efecto de determinar e
individualizar el auxilio victimológico.

El Centro tendrá la facultad para valorar el apoyo jurídico, económico, médico y
social que deba prestarse en cada caso concreto y la suspensión o cancelación del
beneficio otorgado.

Capítulo Noveno
de los Beneficios Adicionales que Otorga el Centro

ARTICULO 46.- El Centro podrá proporcionar protección a la víctima indirecta del
delito que sufran daños personales, particularmente a los dependientes
económicos del autor del delito que sea privado de su libertad. La protección en
este caso durará solamente el tiempo que el autor del delito esté privado de su
libertad.

ARTICULO 47.- Cuando un sentenciado a quien se le haya concedido la
conmutación de la sanción de prisión por multa, no pudiere pagar ésta, la autoridad
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judicial lo notificará al Centro, el que con la asistencia del sentenciado, podrá
autorizar que el pago se haga a cuenta del Fondo en uno o varios plazos, y hasta
5 años, con un interés que no podrá exceder del legal, pero que a juicio del Centro
puede ser inferior.

ARTICULO 48.- Autorizado el pago en la forma indicada en el artículo anterior, el
Centro informará a la autoridad judicial, dicha situación, la que ordenará la libertad
del sentenciado.

ARTICULO 49.- Si el sentenciado no paga en los plazos fijados, el Centro informará
a la autoridad judicial para que ésta revoque la libertad.

ARTICULO 50.- La persona que haya sido procesada por los tribunales del Estado
de México y que hayan obtenido sentencia absolutoria ejecutoriada, o resolución
relativa al reconocimiento de inocencia por haberse demostrado en cualquiera de
ambos casos su absoluta inocencia, podrán reclamar al Centro, a título de
indemnización, le otorgue un beneficio económico equivalente al importe de un
salario mínimo por cada día de reclusión que hubieran sufrido, según resulte de la
certificación del órgano penitenciario.

La persona absuelta o declarada inocente podrá pedir que el Centro sufrague el
costo de la publicación de la sentencia o la resolución respectiva en un periódico
de amplia circulación.

ARTICULO 51.- El Centro podrá proporcionar protección a la víctima directa o
indirecta de las conductas antisociales que cometan los menores de edad, en
términos de la Ley de Prevención Social y Tratamiento de Menores del Estado de
México.

Capítulo Decimo
de la Colaboración de las Autoridades y Servidores Públicos

ARTICULO 52.- Las autoridades y servidores públicos estatales y municipales,
deberán llevar a cabo las acciones que sean necesarias para el efectivo
cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley, en el ámbito de sus
respectivas competencias.

ARTICULO 53.- El Centro de Atención para la Víctima del Delito podrá establecer
convenios de colaboración con las dependencias y entidades de la administración

CODHEM

382



pública estatal y municipal, a efecto de que las víctimas del delito gocen de las
garantías que les otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y tengan expedito el ejercicio de los derechos y beneficios que les confiere esta
Ley, los Códigos Penal y de Procedimientos Penales del Estado y demás
ordenamientos legales y reglamentarios aplicables.

ARTICULO 54.- Para el cabal cumplimiento de los objetivos de esta Ley, el Centro
motivará y concertará la participación de los sectores social y privado, para lo cual,
promoverá la celebración de los correspondientes contratos y convenios,
procurando asegurar su ejecución en tiempo y forma.

ARTICULO 55.- La concertación y motivación previstas por el artículo que
antecede, se llevarán a cabo con establecimientos de salud, instituciones
hospitalarias, y de carácter cultural o científico, así como con prestadores de
servicios especializados de carácter victimológico, legal, médico, psicológico,
sociológico, asistencial, universidades públicas y privadas y cualquier otro vinculado
con las ciencias penales, a través de sus respectivos colegios profesionales, barras,
asociaciones y coaliciones.

Capítulo Décimo Primero
de las Infracciones y Sanciones

ARTICULO 56.- A los facultativos, personal médico y demás prestadores de las
instituciones de salud del Estado que en contra de la voluntad de la víctima les
hayan practicado cualquier tipo de exploración física, se les impondrá una multa de
treinta a cien días de salario mínimo. Si se hubiere utilizado fuerza física o cualquier
acto de intimidación, se le aplicará hasta el doble de dicha sanción sin perjuicio de
las demás responsabilidades en que incurran conforme a otras disposiciones
legales.

ARTICULO 57.- El agente del Ministerio Público que por cualquier situación o
circunstancia, en la averiguación previa, durante el ejercicio de la acción penal o
durante el procedimiento omita recabar de oficio o presentar al juzgador las pruebas
que tiendan a la comprobación del daño causado por el delito, será sancionado con
multa de treinta a cincuenta días de salario mínimo; sin perjuicio de las
responsabilidades en que incurra conforme a otras disposiciones legales.

ARTICULO 58.- Queda estrictamente prohibido dar a conocer sin el consentimiento
de la víctima del delito, a través de medios impresos, radiales o televisivos
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cualesquier clase de escritos, actas de acusación, testimonios y demás piezas de
los procesos, así como los nombres de las víctimas cuando se trate de delitos de
adulterio, abuso sexual, estupro, hostigamiento sexual o ataques a la vida privada.

Quien viole esta prohibición será sancionado con multa de quinientos a mil salarios
mínimos, en caso de reincidencia se le impondrán además hasta el doble de dicha
sanción, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que incurran conforme a
otras leyes.

ARTICULO 59.- Al Juez o tribunal que en la sentencia que ponga fin al proceso
penal no se ocupe de resolver sobre la reparación del daño, cuando éste haya sido
probado y cuantificado, determinando en forma clara y precisa su monto y la
imposición de la pena que proceda por este concepto, se le impondrá una multa
de treinta a doscientos cincuenta días de salario mínimo vigente en la zona, en caso
de reincidencia se le aplicará además hasta el doble de dicha sanción, sin perjuicio
de las responsabilidades en que incurra conforme a otras leyes.

ARTICULO 60.- La Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México,
por lo que corresponde a la Autoridad Persecutora, y el Consejo de la Judicatura
del Tribunal Superior de Justicia del Estado, en lo que respecta a la Autoridad
Judicial, verificarán bajo su estricta responsabilidad el debido cumplimiento de las
sanciones impuestas conforme lo establecen sus correspondientes Leyes
Orgánicas.

Capítulo Décimo Segundo
del Régimen Laboral

ARTICULO 61.- Las relaciones laborales del Centro de Atención para la Víctima
del Delito, se regirán por el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de los
Poderes del Estado, de los Municipios y de los Organismos Coordinados y
Descentralizados de Carácter Estatal.

ARTICULO 62.- El Director General, los Directores de Area y los Delegados, así
como los demás servidores públicos, serán considerados como personal de
confianza en términos del ordenamiento legal invocado en el artículo precedente.
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T r a n s i t o r i o s 

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor durante el primer trimestre de 1996,
después de publicarse en la "Gaceta del Gobierno" del Estado.

SEGUNDO.- El Gobierno del Estado proveerá en la esfera administrativa al exacto
cumplimiento de las previsiones contenidas en la presente Ley y propondrá en su
oportunidad las asignaciones presupuestales correspondientes para la integración,
organización y funcionamiento del Centro de Atención para la Víctima del Delito,
conforme al Presupuesto de Egresos que previamente autorice la Legislatura Local.

TERCERO.- Una vez que entre en vigor la presente Ley y esté constituido el Centro
de Atención para la Víctima del Delito, el Tribunal Superior de Justicia y la
Procuraduría General de Justicia del Estado, dispondrán lo conducente a efecto de
que se transfieran al Fondo para el Pago de la Reparación del Daño y Auxilio a la
Víctima del Delito, en la cuenta de la institución nacional de crédito que el propio
Centro indique, el importe que obtengan por concepto de:

I. Las multas que por concepto de sanción pecuniaria y medios de apremio
fueron impuestas por el Ministerio Público y autoridades judiciales en materia
penal del Estado de México;

II. El monto de las sanciones pecuniarias impuestas con motivo de la
conmutación de penas de prisión por multa;

III. El monto de las cauciones que, para garantizar el cumplimiento de las
obligaciones procesales inherentes a la libertad provisional bajo caución,
fueron revocadas a los inculpados o procesados por la comisión de algún
delito; y

IV. Los montos correspondientes a la reparación del daño cubierta por los reos
sentenciados a dicha pena, que los beneficiarios no reclamaron en tiempo o
renunciaron a dicho derecho, así como el importe de las respectivas
sanciones pecuniarias que fueron pagadas al Gobierno del Estado de México,
en su calidad de ofendido directo.

CUARTO.- El Reglamento Interno del Centro de Atención para la Víctima del Delito,
será expedido por el Consejo de Administración dentro de los tres meses siguientes
a la entrada en vigor de esta Ley y deberá ser publicado en la "Gaceta del Gobierno"
del Estado.
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QUINTO.- En tanto se expida el Reglamento Interior a que se refiere esta Ley, el
Centro de Atención para la Víctima del Delito resolverá lo que conforme a derecho
proceda.

SEXTO.- Se abroga la Ley sobre Auxilio a las Víctimas del Delito del Estado de
México, publicada en la "Gaceta del Gobierno" del Estado el día 20 de agosto de
1969.

SEPTIMO.- Se reforma el párrafo final del artículo 174 del Código de
Procedimientos Penales para el Estado de México, para quedar como sigue:

"ARTICULO 174...

El sistema de auxilio a las víctimas del delito, estará a cargo del Centro de Atención
para la Víctima del Delito del Estado de México".

OCTAVO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a la
presente Ley.

CODHEM

386


